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TE SUPREMA DE JUST|C|A. SALA D[ LO CONSTTTUCTONAL. resucisarpa,
lvlunicip¡o del Distrito Central siete de mayo de dos m¡l tres.

VISTO: para dictar sentencia el Recurso de Inconst¡tuc¡onalidad
interpuesto ante este Tribunal de Justic¡a el trece de noviembre del dos mil
dos, por el Doctor MMON ABAD CUSTODIO LOpEZ, mayor de edad, hondureño
y de este dom¡c¡¡io, actuando en su cord¡c¡ón de Comisionado Nacional de los
Derechos Humanos, por vía de acción, para que se decrare ra
inconstitucional¡dad de la reforma al artículo 2lg Constitucional contenido en
el decreto legislat¡vo No. l6l_99, del ve¡nte de octubre de mit novec¡entos
noventa y nueve, publicado en El Diario Of¡c¡al la Gaceta No.29,034 el tre¡nta
oe noviembre de mil novecientos noventa y nueve, med¡ante la cual se le
adiciona el numeral nueve (9), al artículo 2lg constitucional para ¡ncluir
interpretac¡ones de la Constirución al Congreso Nacional de ta República.
Estima el recurrente que se han violado los derechos contenidos en el
preámbuloylos artículos 1 ,2, 4, 59,61, 63, 184, 205 numerales I y45,218,
303,313 numeral 5,3t6,321, 3Z3y37S de la Const¡tución de la República.

RESULTA: eue en providencia de fecha dieciocho de noviembre del dos
m¡l dos, este Tribunal de Justic¡a admitió el Recurso de Inco n stttuc¡onalid ad
Interpuesto por vÍa de acción por el Doctor MMON ABAD CUSTOD¡O LOPEZ, en
su condición ind¡cada, en consecuelcia se libraron comuntcaciones al
Congreso Nacional de la República, asimismo se tuvo como apoderado legal
del recurrenre al Abogado HECTOR ROBERTO HERRERA CACERES; en fecha
veint¡c¡nco de noviembre del dos m¡l dos, en virtud de haberse om¡tido en el
auto del admisión del presente recurso, se libraron comunicaciones at señor
secretario del Congreso Nacional de lil República a fin de que dentro del
térm¡no de veinticuatro horas procediera a rem¡tir los antecedentes del caso,
as¡mismo en vista de no haberse decretado formalmente la vtsra por este
Tribunal se declaró no ha lugar a la admis¡ón del escr¡to de forma¡ización
presentado por el Abogado HECTOR ROBERTO HERREM CACERES, a quien se



dará vista de ros antecedentes para que proceda a formarizar sLr recurso una
vez cumplimentada la comunicaci(rn de que se ha hecho mérito.

RESULTA: eue en auto de fecha tres de diciembre del dos mil dos, este
Tribunal de Justicia ordenó dar vista de los antecedentes al recurrenre por el

termino de cuarenta y ocho horas para que formalizara por escrito su pet¡ción;
hac¡éndolo el Abogado HEcroR RoBERTo HERREM cAcEREs, en fecha cinco
de d¡c¡embre der dos mir dos, de ra siguiente manera: ,,RATrFrcAcróN: 

N4i

representado ratifica, en todas y cada una de sus partes, el cuerpo del escrito
de la acción de ¡nconstitucionalidacl presentado el 

.l 
3 de nov¡embre del 2OO2 y

que hoy se formaliza. Dentro del contexto de ese escr¡to, m¡ representado deja
crara constancia que ra presente acción por ar que se soricita ra

¡nconstitucionalidad, por razón de forma, de Ia reforma a la Const¡tución,
contenida en ros decretos citados, que adiciona e¡ numerar 9) ar artrcuro zrg
de la Constitución, se fundamenta en que si bien el congreso Nac¡onal de la
República tiene la potestad de reformar la Constitución en las materras que el
poder constituyente Ie ha conferido expresamente: esa potestad debe
ejercerse respetando los límites constitucionales establecidos y la esencja de la
de la Constitución, Esos límites no fueron respetados por el Congreso al

introduc¡r irregularmente, por medio d€ esa adic¡ón, una nueva excepción

consistente en una norma accesoria adjetiva sin relación con alguna norma
const¡tuc¡onal pr¡ncipal sustant¡va por la que el poder constiruyenre haya

conferido al congreso Nac¡onar ra atribución de interpretar ra constitución. EI

Congreso Nacional, como procede constitu¡do, desconocido así el principio de
legalidad y constitucional¡dad en que se funda, al reformar lo que no esta en la
Constitución y que del Congreso como poder reformador dentro del Estado de
Derecho. Al desconocer ese límite, el acto de reforma vulneró la soberan¡a del
pueblo, la esencía de la Constitución y su supremacía, la forma de gobierno y
su ejercicio, en particular la atribución de la Corte Suprema de Justic¡a, la
forma de gobierno y su ejercicio en particurar ra atr¡bución de ra corte 5uprema
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de Justicia- Sala de lo Const¡tucional de actuar como interprete supremo de ta
constitución. Ante esa situación, se recurre a la justicia €onstitucional prevista
en la Constitución de la República de Honduras e instituc¡onal¡zada en ta Corte
suprema de Justicia, por medio de la Sala de io Constitucionat, que es
guardiana de la supremacía e integridacl de Ia Const¡tución, y, por tanto, su
intérprete supremo; y como función esenc¡al asegurar la operat¡v¡dad
normativa de la Constitución de la República como norma juríd¡ca a la cual
deben someterse ¡ncondicionalmente y adecuar sus actuaciones los tres
poderes del Estado. MZoNES QUE sE PRECISAN EN LA EVACUACIÓN DE LA
VISTA. EI Decreto No. t 6l _99, que ratifica el decreto No. 307_98, conrenido de
la reforma de ¡a constitución que adiciona el numeral 9) a¡ artículo 2lg,
establece lo siguiente: ,,No será necesaria la sanción, n¡ el poder Ejecutivo
podrá poner el veto en los casos y resoluciones siguientes: l)... Z)... 3)... 4)...
5)" 6)... 7)". 8)... y 9) en ras inrerpretaciones que se decreten a ra constituc¡ón
de la República por el Congreso Nacional. En estos casos el poder Ejecutivo
promutgará la Ley con esta fórmula,,: pOR TANTO PUBL|eUESE", l._ El
fundamento para esta reforma se basó en el lapsus de la Comisión oe asuntos
const¡tucionales del Congreso Nacional que se pronunció por lo que estimó ser
una Teforma constitucional imperativa aduciendo que: ,,Estima 

la Comisión que
en verdad fue una omisión der regisrador const¡tuyente no haber Incruido el
anículo 218 la situación de la interpretac¡ón de Iá Const¡tución, cuya
naturaleza jurídica responde a las mismas razones de los ocho numerales
contenidos en dicho precepto en lo atinente a su forma de aprobación por los
organos Leg¡slativo y Ejecut¡vo,'. (V. Dictamen de la Comisión de Asuntos
Constituc¡o nale s del Congreso Nac¡onal, de 25 de noviembre de 199g. en
expediente enviado por dicho congreso en atención al auto y comunicación
l¡brada por la honorable Cofte Suprema de Justicia). Esa estimación de la
Comisión de dictamen es contrar¡a a la Const¡tuc¡ón y a ta h¡storia
Constitucional¡dad de Honduras. En. efecto, la ad¡c¡ón efectuada medtante ei



numera¡ 9) no responde a la fuente de legitimidad del artículo 218 que , en sus
numerales I al g, solo cont¡ene excepciones adjetivas o de procedimientos en
casos de resoluciones del Congreso Nacional sobre materias en ta cuales el
Poder constituyente ¡e ha conferido expresamente atribuciones principales
sustant¡vas que ya constan en el texto const¡tuc¡onal. por lo que, con adic¡ón,
se ¡ntrodujo irregularmente una nueva excepción consistente en una norma
accesoria adjet¡va sin relación con alguna norma constitucional principal
susrant¡va por la que el poder Constituyente haya confer¡do al Congreso
Nacional la atribución de interpretar la Constitución. Como se demostro en el
antes citado escr¡to de l3 de novienrbre de 2OO2 (ver, pp 7_9: consrderandos
que contradicen notoriamente el De(reto Constitucional hondureno): nunca en
toda la histor¡a constitucional de Honduras, el poder consÍtuyente ha
conferido esa atribuc¡ón princ¡par sustantiva ar congreso Nacionar_ Er error
jurídico notorio de la comisión de Dictamen antes citada, indujo a una acción
antico nstituc¡o nal evidente pues, esa adición a¡slada o suelta del numeral 9,
contenida en la reforma al artículo 2lB que se recurre, al carecer oe una
atribuc¡ón princ¡pal sustantiva expresamente señalada en la Constttución, no
poora ni puede tener las m¡smas razones de los ocho numerales ya contenidos
en dicho artículo constituc¡onal según lo previsto por el poder constituyente en
1982, AI contrario, lo afirmado como fundamento de la reforma por la
comisión de Asuntos Const¡tucionales del Congreso Nac¡onal, es un
quebrantamiento de la v¡nculación debida entre normas constttucionales
sustantivas y normas adjetivas accesorias, reflejada históricamente en nuestras
constituciones, y recogida expresamente en ra const¡tución de 183g, que, en
su articulo 34 (que tiene va¡or de precedente del art. 2ig de la Const¡tuc¡ón
v¡gente), señala que todas las resoluciones leg¡slativas que están exceptuadas
del control c¡tado dej poder Ejecutivo, son ,,d¡ctadas 

en uso de las atnbuciones
que les da esta Const¡tución,,, La comisión de Asuntos Co nstit ucron ate s del
Congreso Nacional, como Comis¡ón de Dictamen, actuó deso rie ntad ame nte y
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sin fundamento constituc¡onal, en este como en otros aspectos, ¡nctusive llegó
a rnvocar er artícuro i g constituc¡onar que t¡ene que ver con confrictos entre
tratados o convenciones y las leyes ordinarias, lo que, desde todo punto de
vrsta, es inaplicable a la materia objeto de la reforma. Ello pueoe verif¡carse
por ros honorabres Magistrados y r\4agistradas, en la parte donde esa com¡sión
concluye aseverando lo sigu¡ente:,,De lo anterior se col¡ge que es rmperativa la
reforma const¡tucional propuesta por el ponente ya que de esta manera se
un¡form¡za el procedimiento en los términos del artículo .lg 

de la Const¡tución
que a com¡s¡ón rama "proyecto de Ley,,. En expediente enviado por el
honorable Congreso Nacional en atención al auto y comunicación librada por la
Honorable corte suprema de Justicia). Todo esa confusión fue debida también
a la ambigüedad de la exposición de motivos del proyecto de decreto de
reforma que Invocando el ,,razonamiento 

analógico,,
presentó a la interpretac¡ón de la Constitución, como íntimamenre v¡nculada a
la reforma constitucional para ¡nduc¡r en el error de que por tener el Congreso
Nacional la atribución de reformar Ia Constitución podía también Interpretarla;
ya, "que donde hay igual razón debe prevalecer la m¡sma dispos¡ción,,. (V.
Pronunciamiento de los miembros de la Comisión de d¡ctamen de 2 S de
noviembre de i 99g, y páginas 5, 7 y g de la Expos¡ción de Motivos, de Zl dejunio de r 99g, der proyecto de reforma para adrcionar er numerar 9 ar artícuro
218 de la Constitución de la Repúb¡¡ca, en exped¡ente enviádo por er Honorable
Congreso Nacional en atención ar auto y comunicación librada por la Honorable
Corte Suprema de Just¡c¡a). Es del conocim¡ento de los honorables N4ag¡strados
que el "Razonamiento Analógico,, no es tampoco aplicable en Derecho
Constitucional en materia de airibuc¡ones de los poderes del Estado a cuyo
respecto la Constitución es suficiente clara y explícjta al prescribir que el
Congreso Nacional no tiene más atribuciones o facultades que la que
expresamente le confieren la Constitución y las Leyes (Art. 205 numeral 45 y
321 de la Constituc¡ón). Ese princip¡o de legal¡dad constitucional exige que



cuando er congreso Nacionar pretenda actuar regítimamente en lo at¡nente a la
interpretación de la constitución, debe fundar su proceder en la constitución
en donde todas las atribuciones del Congreso Nacional son enumeradas y
crrcunscr¡tas sólo a lo expresamente previsto o conferido. Empero ta Carta
l\4agna no da al poder Constituido (Congreso Nacional) n¡ngún fundamento
para e o, ya que el poder constituyente no ha conferido jamás esta atribución
al Congreso Nacional. poÍ lo que un ,,razonamiento 

analógico,,, en esra materia,
es también una trasgres¡ón a aquer principio de regaridad constrtucionar.
Como lo expusiéramos es nuestro escrito de l3 de noviembre del dos mil dos,
a la sabiduría de los honorables l\4agistrados y Magistradas no escapara, que Ia
atribución sustant¡va de reforma const¡tuc¡onal expresamente confer¡da, por el
const¡tuyente al congreso Nac¡onal es totalmente diferente a Ia atribución
sustantiva de interpretacjón de la Const¡tución que el Congreso Nac¡onal
pretende auto-atribuirse sin que haya texto const¡tucional que Io legitime para
ello. Empero, se trata de desviar la atención sobre esas d¡ferenctas, por una
parte, argumentando que es una sirnple omisión de esa atribuc¡ón a¡ Congreso
Nacional, soslayando el pr¡ncip¡o del ,,silencio 

de ¡a Const¡tución,,segun et que
"Tratándose de poderes y autor¡oades, cuando ra constitución guarda sirencio
es que niega. EI s¡lencio debe interpretarse como prohibición,,. por orra parte,
tanto la exposición de motivos como el dictamen referidos (que llevaron al
Congreso Nacjonal a aprobar la reforma de la Constituc¡on cuya
Inconstitucionalidad se impetra), prantearon ra ¡nterpretación de ra
Constituc¡ón como una cuest¡ón acljet¡va o de procedimiento, para evttar el
examen de la legitimidad de la reforma y del origen de esa atribución
sustant¡va que no habiendo sido conferida expresamente por el poder
Constituyente, es un limite al poder reformador del Congreso, cuya trasgresión
llevaría a mayorías dentro del congreso nacional a asumrr con las
consecuencias corres po nd ie ntes el poder const¡tuyente creador o fundador de
la Repúbrica, y a suprantar ra soberania popurar. La comisión de dictamen del



Longreso Nac¡onal, sigu¡endo a la expos¡ción mot¡vos del ponente en I99g,cons¡deró erróneamente que el Congreso Nacional tenía la atr¡bución deInterpretar la constitución en virtud de una práct¡ca de ese Congreboconstitut¡va de una costumbre. A lo indicado, en párrafos antenores sobre elprincipio de legalidad constitr

de ese arsumenr. 0"," "_r";;u:'.T:::::l':: .:.":":.:jj,r:;"recordar también lo expuesto en nuestro escrito de l3 de nov¡embre del dosmi¡ dos, en cuanto a la falta de valorjurídico de la ¡nvocación de una fuenteconsuetud¡nar¡a que busca fundamentar Ia pretendida atribuc¡ón del CongresoNacional de ¡nterpretar la Constitución, en una ,,practica 
const¡tucional,,

constitut¡va de una supuesta costumbre constituc¡onal que, según losrnteresados, fundamentaría dichas reformas de la Constitución. La realidad
evidencia que' con ejemplos también en er pasado, en ros úrtimos ve¡nte añosla constitución vigente ha s¡do obieto de una práct¡ca vic¡ada que ha llevado anueve inte rp retaciones (V. Diario Ofic¡al l-a Caceta, números 24,035 de l4 dejunio de 1983; 25,097 de tO de dic¡embre de i986; 26, 5 de 2t de abril de1990; 27,059 de 2 de junio de i993; 27,633 de2t de abril de t995; 28,265
de 27 de enero de 1999; 29,373 de 9 de enero de 2OOti Zg,423de 8 de marzode 200r; y 29,86i, r 6 de agosto de 2oo2), que incrusive, en esrncto derecho,
más fueron en su mayoría, reformas co n stitu c¡onale s ¡rregulares que eludieronel procedimiento más complejo y soremne que ra constituc¡ón exrge para sulegitima reforma. Es de resalhr que el mismo ponente de l99g que introdujoel proyecto de reforma que nos ocupa, confirmó tamb¡én lo anterior enpalabras que destacan la incon st¡tuc io nalidad que hemos vivido a causa de lapractica viciada del Congreso Nacional de interpretar la const¡tuc¡on. En efecto,el 2l de julio de 199g, en la Exposición de motivos de proyecto de reformapara ad¡c¡onar el numeral 9 al artÍculo Zl g de la Const¡tución de ta República,se reconoció expresamente lo siguiente: ,,... en la praxls hay retterados

ejemplos en nuestro país en los últimos años de ¡nterpretaciones formales con
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simpte mayoría de votos, que son desde el punto de vista mater¡al verdaderas
reformas, inclusive imposibres constitucionalmente, como er caso der Decreto
169-86 que enmendó el artículo 373 y 374, s¡endo estas cláusutas pétreas, lo
que constituye una barbaridad jurídica de técn¡ca legis¡atjva, una flagrante
violación a nuestra Ley Fundamental,,. (V. página Nacional en atención a¡ auto y
comunicación librada por la Honorable Corte Suprema de Justic¡a). Empero,
más que los excesos abusos que ha traído esa práctica viciada de ¡nterpretar
la Constituc¡ón, lo que mi repr€sentado se permite subrayar es que Ia
atribución de interpretar la Carta Fundamental de la República no puede ser
ejercida por er congreso Nacionar porque er texto const¡tucionar no se ra ha
conferido expresamente, En esa virtud, los honorables l\4agistrados y
l\4agistradas pueden constatar que aquella ¡nvocada práct¡ca, en rooo caso,
carece de val¡dez y que ese fundamento que se pretende justiticar en la
costumbre es deleznable a la Luz del ordenamiento jurídico hondureño
porque: "la costumbre no constituyr: derecho si no en los casos en que Ia Ley
se remite a ella', (artículo 2 del título prel¡minar del Código Civit). Eso a sido
srempre así entend¡do en relación con las Leyes ordinarias: en virtud del
princ¡p¡o de Iegalidad constitucional, es aplicable, con mayor razon, en lo
atinente a la competencia y atribuciones de los órganos del Estado que son
enumeradas expresamente por la Constitución, por ello, es pertinente traer a
colocación lo que Ia Corte Suprema cle just¡cia expresó en ]g95, al afirmar que:
''''' según el código civir... no puede prevarecer contra las reyes costumbre o
práct¡ca en contrario por antiguas y un¡versares que sean por ras anteriores
apreciaciones no puede aceptarse la opinión que da el valor de doctflna legal a
la referida práctica ya por que las reformas tienen el vicio de nulidad desde su
origen, por incompetencia manif¡esta del poder que las em¡tió como porque no
puede jamás la misma práctica subsanar esa nulidad,,. (V. Caceta Judicial No.
r5 de 2r de djcjembre de r895, corte suprema de Just¡cia, honduras; v.
También: TNCONSTTTUCTONALIDAD DE UNA LEy, sentencia de t 4 de octubre de
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1895, jurisprudenc¡a c¡tada en PRESENTAC|óN euESADA, REPERTORTO

ALFABETICO DE LA JURISPRUDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA,
DESDE l88l HASTA t9t2, pp 238, 239, Tipografía Nac¡onat, Tegucigalpa,
l9l8). 2.- Ante la ausencia oe esa atribución princ¡pal sustantiva del
honorable Congreso Nacional de ¡nterpretar la Constituc¡ón y de Ia
ambigüedad de la exposición qe monvos y del dictamen que pretenden
fundamentar la reforma que se recurre, sustentándola en la atr¡bucjón del
Congreso Nacional de interpretar las Leyes (Art. 205 numeral I Const¡tuc¡onal)
y por esa vía se afirmo equ¡vocadamente que ,,la constitución de la República
es ra Ley suprema del Estado" y "que las interpretaciones de los artícuros de ra
Constitución de la República que decrete el congreso Nacional, por no ser
d¡sposic¡ones de una Ley ordinar¡a, sino de la Ley fundamental aprobada oor
una asamblea Nac¡onal Constituyente, que es un poder extraordinario, no
deben ser sancionados por el poder Ejecutivo, ni tampoco oeDen ser
vetadas...", (pr¡mer, segundo y sexto considerando del Decreto de reforma No.
307-98 ratificadas por el decreto No. I6l _99, del 2O de octubre de 1999). Lo
aseverado en esos considerandos del decreto en referencta, pone

adicionalmente en evidencia, ante los honorables Mag¡strados y Magistradas, el
vano Intento de encubrir la falta de atr¡buc¡ón y falta de atribución y
competenc¡a del congreso Nacional, en esta mater¡a, con el argumento
inaceptable juríd¡camente que lreva a iguarar ra carta Fundamentar con ras

leyes ordinarias, lo que ¡nfringe ostensiblemente el principio de la supremacia
de la Const¡tución dentro de nuestro poder del Estado de Derecho. Ergo, ese

¡gualamiento es odioso, porque es manif¡estantemente contrario al

orcenamtento contrario al ordenamiento jurídico hondureño, tal como se ha
comprobado en el examen realizado en el escrito de m¡ representado de .l 

3 de
diciembre del 2002 antes citado (pp.6 y 7) donde se anat¡zan los
consjderandos del decreto de reforma que se recurre. 3._ En adición esa

reforma, cuya in constituc¡o nalidad por este med¡o se interpreta, busca tamb¡én
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dar val¡dez a la práctica irregular del Congreso Nacional de ¡nterpretar
autént¡camente la Const¡tuc¡ón de la República, lo que pr¡varía a la honorable
Sala de lo Constitucional de Ia Corte Suprema de Just¡cia de su atribución
natural de ser interprete supremo de la Const¡tuc¡ón, y tendría como
consecuenc¡a, la eliminación del control judicial y la alteración de la forma de
gobierno en cuanto a ra división de poderes y er sistema const¡tucional de
pesos y contrapesos, pues afectaría negat¡vamente las atr¡buciones prop¡as del
Poder Judicial en cuanto a Justic¡a Constitucional. Ello sería contrar¡o a la
evolución constituc¡onal en Honduras. La particularidad de la interpretación
institucional de la Constitución viene aparejada con la organtzac¡ón y
func¡onamiento de la justic¡a constitucional que, en su función oe apl¡car la
const¡tuc¡ón t¡ene que interpretar para garantizar eficazmente ro previsto en
esa carta fundamental en cuanto a Ia vigencia, garantía y efectjva aplicación de
las normas rerat¡vas a ros derechos y ribertades fundamentares de ros
habitantes y a preservación del orden constituc¡onal frente a posjbles
vulneraciones de actos derivados de ros poderes constituidos. como es del
superior conocimiento de los honorables l\4agistrados y Magistradas, la
const¡tuc¡ón de Ia República ha establecido expresamente la especial
responsabiridad de ros Juzgados y Tribunares de raJusticia de apricarra srempre
manrener su supremacía. (Artícu¡o 320 Constitucional). La Justic¡a
Constitucjonal hondureña se expresa, en su mayor dimensión en lajur¡sdiccjón
y competencia que es atribución del poderJudicial, en materia de garantias y
tutela jud¡c¡ar de ros derechos humanos y libertades fundamentares de ras
personas mediante la acción de amparo, la exhibición personal y la
inco nsriruc¡onalid ad (Articulos tg4, 185,313 numeral 5, y 316 de la
const¡tuc¡ón vigente). La verdadeTa interpretación const¡tucionar en Honduras,
es ra interpretación jud¡cia¡ porque es prop¡o de rajusticia constitucionar y de ra
naturaleza de la función de juzgar, señalar cuales son los límites del poder del
Estado de acuerdo con la Constituc¡ón actuando como una garantía de Derecho
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objet¡vo y de los derechos y libertades fundamentales. LaJustic¡a const¡tucional
así prevista en Honduras hace patente que, en materia de interpretación, la
Corte Suprema de Justicia por medio de la Sala de lo Constrtucional es elintérprete supremo de la const¡tución de la República. La constituc¡ón prescribe
tamb¡én que ,, las sentenc¡a en que se declare la inconstituc¡onatidad de unaforma serán de ejecución inmediata y tendrán efectos generales y, por tanto,
derogarán la norma inconstitucional, deb¡endo comunicarse al Congreso
Nacional, quien lo hará publicar en el D¡ar¡o Ofic¡al La caceta... ,,(artículo 

316
constituc¡onal). 4._ De todo lo que antecede, se desprende que esa reforma dela Constitución esta en oposición con el sistema constitucjona¡ y que suproceso legislativo, y que su proceso legislativo de formación esra v¡c¡ado por
la ¡nobservancia del requisito constitucional mínimo e indispensable que en
estos casos, exige previamente del Congreso Nacional contar con ta atribución
sustantiva principal, como condición sine qua non, para tener la competencia
legítima que le permitiese poner en acción el procedimiento de la reforma
constttucional, tend¡ente a incluir el numeral 9 como otra excepción al artículo
218. numeral que es norma adjetiva accesoria en el sentido anrenormente
apuntado y que pretende cambiar ras regras de funcionamiento der Estado, roque es un exceso de poder que, como v¡cio sustanc¡al, ha de ser sanc¡onado.
Así se hace patente, a la sabiduría de los honorables Magistrados v
l\4agistradas, que la reforma que se recurre está viciada Oe nutiOaA por ser
Incon st¡tucio nal, ya que contradice la vojuntad del poder constttuyente
expresada en la Carta fundamental violando los límites a la atribución del
Congreso Nacional de reformar la Const¡tución y vulnerando también los
principios de la soberanía popular, de legalidad y constitucionalidad de la
forma de gobierno y de su ejercicio. En efecto, esa es una reforma aparente
pues no tiene fundamento real en la Const¡tución y frente a actos
rnconstitucionares como er que se recurre, ra misma const¡tucion y frente a
actos ¡nconstituc¡onales como el que.se recurre, la misma constitución de la



Repúbl¡ca tiene también una cláusula d¡recta de salvaguard¡a y auro_defensa laque, en lo pertinente, expresa lo sigu¡ente: ,,Esta 
Constitución no p¡erde suvtgenc¡a ni deja de cumplirse... cuando fuera supuestamente.., modificada porcuatqu¡er otro medio y procedimientos distintos del que ella misma dispone..."Art. 3 75 de Ia Constitución). En fin la leg¡t¡mación de m¡ representado, lasreferencias h¡stóricas, jurispru

institucionares sobre esta ar,o"nt'u'"t'doctr¡naÍias 

y otros aspectos jurídico-
:stión fueron ampl¡amente desarrollados en elescr¡to de interposición del re

fatificamos en todas y cada ,n,t"to 
o'u' por este acto' hoy rat¡ficamos, hoy

¡ de sus partes, y formalizamos,,,
RESULTA: eue en prov¡dencia de fecha nueve de diciembre del dos miloos, este Tribunal de Just¡cia

Inconstituc¡onalidad por part 
por formalizado en tiempo el Recurso de

e del Abogado HECTOR ROBERTO HERREM
CACERES, y ordenó dar vista de los antecedentes al Fiscal del Despacho por eltermino de cuarenta y ocho horas para que emitiera su dictamen, naciendolo elAbogado OSCAR CRUZ, en su condición de Fiscal Especial det M¡nisterio
Público, en fecha catorce de enero del dos m¡¡ tres, emitiendo dictamen de Iasigu¡ente manera: ,,D|CTAMEN... 

CONCLUSTóN. EL MIN¡STERIO PUBLICO sepronuncia en el sentido de que la reforma al artículo 2lg rat¡ficaoa mediante
Decrero Leg¡slativo número l6l _99 no es INCONSTITUCIONAL,,.

CONSIDERANDO: eue la norma cuya inconstjtuctonalidad 
ernap¡icabilidad se solicita se de

ra constitución oe ra neprruticc 

re' lo const¡tuye' la reforma por adición de
a en su artículo 2lB numeral 9, efectuada

med¡ante Decreto Leg¡slativo No. l6l_99 de veinte de octubre de m¡lnovec¡entos noventa y nueve, publ¡cado en el Diario Oflcial ,,La 
Caceta,, No.29,034 en fecha trejnta de noviembre de mil novecientos novenra y nueveque ratificó el Decreto No. 307_9g de fecha cuatro de diciembre de milnovec¡entos noventa y ocho, publicado en el d¡ario oficjal La Cacera bajo elnúmero 287g2, de fecha tres de febrero de mil novec¡entos noventa y nueve.

\/,



CONSTDERANDO: 
eue

norma y su inapricabir¡dal 

la declarac¡ón de ¡nconstitucionalidad de una

resionado en su interés diraa'' 

o solic¡tarse' por quien se considere
to, personal y legítimo.

CONSTDERANDO: eue r

99, por med¡o del cual se 
impetrante alega que el Decreto Número l6l -

reforma de ra constitución *j:'fi ,: .?il:j:l"::,rronrentivo 
de ra

la interpretación constituc¡onar ."-^ -" .: 
' "r v) ¿r arllculo 2l 8' agregó

fundamento para ¡nterpretar 

l' como una nueva excepc¡ón' sin tener n¡ngún

const¡tuyente no l" .onr¡,.¡'^ ^:"::lt:.. 
tt en virtud de que et poder

qesprende que esa reforma u 

o esa facultad; agregando que de ello se
stá en oposición con el S¡stema Const¡tucional yque su proceso Legislativo dr

requisito const¡tu.¡onut ,nin¡ne 

formación está v¡ciado por inobservanc¡a del
'lo e indispensable que, en estos casos, exige,previamente el Congreso Nac¡onal, tenerla como una atribuc¡ón principal,como condición sine qua non, para ejercer ra competencra reg¡tima que repermit¡ese poner en acción e

tendiente a ¡ncluir el numeral 

procedimiento de la reforma constitucional,
9) como otra excepc¡ón al artícuto 2 i g, que esnorma accesoria en el sentid

impugnante sost¡ene que Iao 

anterlormente apuntado' Por otra pafte' el
reforma expresada en esa norma adjetivaaccesorja, busca cambiar las reglas del func¡onamiento del Estado; asimismo,arguye que, como consecuencia, esa reforma está viciada de nulidad por serInconst¡tucional, ya que contradice la voluntad del poder Constituyente

expresada en la Carta Fundan

soberanía popu¡ar, de rusat¡oudt 
' y vulnera también los principios de la

ta Reforma constituc¡onal. 
, de la forma de cobierno y el de los límites a

CONSTDEMNDO: eue el solic¡tante de la declaratoria deInconstitucionalidad, relac¡ona r

ar anarizar tanto ros iunaua"n,q 
lo expuesto en su soricitud, se conf¡rma

Decreto No. r6.r_99, como,or 

ot ou' Decreto No' 3oz-9g, ratificado por el

año dos mil dos, en primera,uou 
'" 

tuto'tu const¡tucional aprobada en el
grslatura, que pretende adjcionar al artículo



205 número lO, la atribución pretendida del congreso Nacional de
interpretar la Constituc¡ón.

.oNSTDEMNDO: Que ei congreso Nacionar como poder derivado der
Poder Const¡tuyente, tiene la atr¡bución de reformar la const¡tución, al tenor
de lo dispuesto en el artículo 373 const¡tuc¡onal, sin embargo esta atribuc¡ón
tiene la l¡mitante consignada en el 374 de la misma, al prescribir que, no
podran reformarse, en ningun caso, entre otros, los art¡culos
constituc¡onales que se ref¡eren a la forma de Cobierno, entre los cuales está
el numero cuatro, en cuyo contenido encontramos, ¡o siguiente: .,La forma de
gobierno es republicana, democrática y representativa. Se ejerce por tres
poderes: Leg¡slat¡vo, Ejecut¡vo yJudiciar, complementarios e indepenorentes y
srn retacionps de su bord inación

CONSIDERANDO: eue la reforma cuestionada de ¡nconstituc¡onalidad,
confiere al Congreso Nacional una atribución que el poder Constituyente no
le conf¡r¡ó, pues no encontramos en el artículo 205 ni en n¡ngún otro
articulado const¡tucional, Ia competencia del Congreso para ¡nterpretar, en
general y abstracto, cualquier norma constjtucjonal; por otra parte, le qu¡ta
al Poder Ejecutivo la posibilidao de vetar esa disposición; y al Judicial la de
emitir dictamen ante el veto presidencial o la de pronunclarse
independ¡entemente sobre la ¡nterpretacion de la Constitución.

CONSIDEMNDO: eue este Tribunal Supremo no desconoce que el
Poder Legislativo puede y debe ser Interprete de la Constitución, dado que es
uno de los operadores constitucionales por excelencia, pues si le
corresponde crear leyes, debe hacerlo conforme a las directrices de forma y
de contenido que dispone la Constituc¡ón, así como cuando inrerpreta las
normas secundarias, debe hacerlo dentro del contexto normativo
constitucional; y para eso, obviamente, tiene que interpretarla; por otra
parte, también el Ejecutivo es intérprete de la Constitución cuando sanciona,
veta y promulga las leyes, y sobre todo cuando ejerce el derecho al veto .,d



fundándolo en que el proyecl

poder Jud¡ciar, mediante ,or'o 

ot tt'"t inconstitucíonal; v' desde luego, al

través de ra Sara constitucion 

srstemas difuso y concentrado, este úrt¡mo a
at creada mediante la Reforma Constituc¡onal enmateria deJusticia (2OOO_2Ool) que tiene preeminenc¡a sobre otras normasoentro del contexto constitu(

por eso, sino que por la nu'on"' 

oot la novedad y especialidad' y no solo
rturaleza de la función jurisdicc¡onal, pues alcorresponder al Poder Judicial ra apricación de todo t¡po de normas en rosasuntos somet¡dos a su con

desde ros arbores der aonra,,rot't'"nto' 
ras interpreta; de tar manera que

a ros luzgados y Tribunares olt'on""tto 
se ha establecido que corresponde

sentenció er Juez Marsha, 
"n 

,t'''o 
que la constituc¡ón s¡gnif¡ca' tal como lo

así se ha comprendido a, .on' 

t"toto caso "l'larbury vrs Madison" (l 803) y

¡os Estados unidos de *or,'t'o' 

ou constjtucionaridad desde entonces en
e América y en la mayoría de los paísestatinoamericanos; en conclusión, una genuina Sala Constituc¡onal es por sunaturaleza el intérprete f¡nal d(

los otros poderes rearicen, so: 

la constitución y de Ias ¡nterpretac¡ones que

constttutionem. 
)re todo cuando dichas exégesis sean contra

CONSTDEMNDO: eue n(

rearizado ¡nterpretaciones u ,u' 

tu o"ttonote que el Congreso Nac¡onal ha
Constituc¡ón; sin embargo, en consonancia

con los artículos 373 V 374, de la misma no puede atribuirse at Congreso
Nac¡ona¡ esa facultad en detrimento de las atribuciones de los orros poderes
del Estado; pues ello afecta na ta forma de gobierno, al vulnerar larndependenc¡a que debe ex¡stir entre ellos y por ende estableciendo
relaciones de subord¡nación con relación al Legislativo, pues ello daría origenpor parte del Congreso a leyes_ sentencias, disfrazadas de normas
Inrerpretativas de la Constituc¡ón.

CONSIDERANDO: eue el legislador de la reforma constrtuc¡onal delaño 2000 concibió aquélla con el propósjto de hacer rearidad y consoridar elpr¡ncipio constituc¡onal de ¡ndependenc¡a de los poderes del Estado y el

¡Á



equilibr¡o que debe prevalecer entre e¡los a fin de darle plena vtgencia al
Estado de derecho como una de las formas de fortalec¡miento de la
oemocracia plena y eficaz, aspiración del pueblo hondureño para asegurarse
el goce de lajusticia, la l¡bertad, la cultura y el bienestar económico y social,
pr¡nc¡p¡os y propósitos contenidos en la Constitución de la República alproclamar la organización del Estado de derecho, soberano, const¡tuido
como República libre, democrática e independiente tal como lo invoca el
texto constitucional en la organización del Estado de Honduras, lo que hace
rmpostergab¡e el pronunciamiento del Tribunal Supremo en relación al
recurso venido a este alto estrado.

CONSIDEMNDO: eue dentro de las declaraciones conrenidas en la
Const¡tución de la República, está la de que la persona humana es e¡ f¡n
supremo de la sociedad y del Estado. Todos tienen la obligación de
respetarla y protegerla. La dign¡dad del ser humano es inv¡olable. para
garantizar los derechos y libertades reconoc¡dos en esta Constituc¡on, creasela institución del Comisionado Nacional de los Derechos r|umanos. La
Organ¡zación, prerrogativas y Atribucjones del Comisionado Nac¡onal de los
Derechos Humanos será objeto de una Ley Espec¡al.

CONSIDERANDO: eue al ser creado con rango consÚtuc¡onal la
tnst¡tuc¡ón del Comisjonado Nacional de los Derechos Humanos para
garantizar los derechos y iibertades reconocidas en la Constitución, no cabe
nr ta mas mínima duda de su leg¡timación, al alegar ej Comisionado que ladisposición cuestionada de Inconstitucionalidad vulne¡.a las Iibenades de lapersona humana, que la reforma atenta contra esas libertades al afectarse
severamente la división de los poderes y Ia independenc¡a del poderJudicial,
dado que su petic¡ón responde y se enmarca dentro del objeto de sucreación, por otra parte, no cons¡derarlo legitimado en un caso como este,constit u¡ría un obstáculo para

regares. 
ejercer sus atr¡buc¡ones const¡tucionales y

Iü



GoNSTDERANDO: Que ra corte suprema de Justic¡a a través de ra sarade lo Constitucional pronunc

e derecho, ra jurd cdad, ff;::T:::::::::::"ffi::j
tos objetivos primordiales 

c

historia ra que juzgue ,o, o" 
'u 

sociedad hondureña y para que sea la

misma, haciendo abstracción 
ios y fundamentos en que descansa la

de factores totalmente ajenos a fos que debentmperar en la función de impantr justic¡a.

CONSIDERANDO: eue esta Corte Suprema plasmando el pensam¡ento
de la Sala Const¡tuc¡onal, hace ¡mperat¡va la necesidad de magnificar elcontenido y alcances del artículo .tg4 

de la Constitución de la Repúbl¡cacuando le confiere a la Cortr

conocimiento , r" ,urorr.,^.t':t-",:::" 
Justicia la comperencia para el

on originaria y exclus¡va en materia deinconstitucionalidad, lo que

rimitaciones ni cond c ones ;:'': ::":"'"",',: J_;:1;",tt ttt'tConstitución preceptúa.

CONSTDERANDO: eue
oemostrado que la d¡sposic¡ón 

lo anter¡ormente expuesto queda
cuestionada, no observó en su formación losprocedimientos con stitu cionales, pues se realizó en abierta v¡olación alartículo 374 de la Const¡tuc¡ón de la República, que prohíbe expresamente lareforma de ,os artículos con st ituc¡o nale s que se refieren a ra forma degoolerno; en consecuencia, es

decrarando in con st¡tuc¡onar u ,n 

ot 
"ot"t'"' que el recurso debe otorgarse,

apl¡cable la norma impugnada.
pOR TANTO: La Sala de lo Const¡tucionaj de la Corte Suprema deJustic¡a, en nombre del Estado de Honduras, oído el parecer del Señor Fiscal,por UNAN|N4|DAD DE VOTOS, y (

303, 3'3 No. 5 y 316 ¿. r" c, 
aplicación de los Artículos: l' 4' 184' 185'

convención Americana o" our,'nt''t"'un 
de Ia República; t, I y 25 de ra

organización y Atr¡buciones de:chos 

Humanos; l' ll y 74 de la Ley de

de la Ley de Amparo; , *rrr:;:T::::;":,#;,"::::';;::

\"
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INCONSTITUCIONALIDAD de que se ha hecho mer¡to, en consecuenc¡a
DECLAM TA INCONSTITUCIONALIDAD E INAPLICABILIDAD DEL DECRETO
LEG|SLATIVO t{tJMeno tot_gs de fecha vetnte octubre de mil novec¡entos
noventa y nueve publicado en el D¡ario Oficial La Caceta con el número
29,034 del tre¡nta de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, que
rat¡ficó el Decreto número 307_9g de fecha cuatro de diciembre de mil
novec¡entos noventa y ocho, publicado en el d¡ario of¡cial La Caceta bajo el
número 28782, de fecha tres de febrero de mi¡ novecientos noventa y nueve.
Y MANDA: r.- eue se ponga en conocimiento de ras partes er presente fa|o;
2.- Que se proceda a comunicar la presente sentencia al Congreso Nacional
para su pub¡icación en el Diar¡o Oficial La Caceta.3._ eue en su oponunidad se
u'.hiuu1{Sl!{gencias en la secrerar¡a del Tribuná

SuPrema de Just¡c¡a; prof¡ere y
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